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LA VIOLENCIA EN EL EJERCICIO DE CONSOLIDACIÓN 
DE LA NACIÓN COLOMBIANA

Jorge H. Rincón Ochoa1

El problema de la nación
La nación como problema de estudio ha sido constantemente evaluada 

por varios autores que han intentado dar respuesta a las consideraciones que 
se relacionan con esta abstracción humana. En tanto abstracción, respon-
de a creencias que dan cuenta de las observaciones que se hacen sobre los 
fenómenos humanos y que expresan, además, sentimientos y otras conside-
raciones que afectan la vida de las personas y la toma de decisiones de éstas.

La nación es una iniciativa compleja. En su descripción es posible en-
contrar atributos de tipo cultural, social y político que responden a la in-
tención de organizar a un grupo de personas a través de la visibilización de 
unas características comunes. Este tipo de iniciativas recogen reflexiones 
que apuntan a la finalidad de esa comunidad, al origen común que se le 
planteará, a los símbolos que empleará, a cómo se relacionará con otras co-
munidades y a la base ideológica con la que enfrentará los retos posteriores.

Es a través de los dispositivos educativos y de la historiografía como 
se hace la transmisión de estos principios a la comunidad. Los entornos 
formativos como la escuela y la universidad reproducen, a través del control 
del Estado, unas ideas, unas narraciones que dan fuerza a esas ideas y que 
producen en las personas, desde su más tierna edad, una lealtad a este tipo 
de proyectos. 

La noción de nación puede entenderse mejor desde una perspectiva en 
la que se dé cuenta de una interrelación compleja existente entre los miem-

1 Docente de tiempo completo en la Universidad Santo Tomás de la Facultad de 
Gobierno y Relaciones Internacionales. Correo electrónico de contacto: jorge.
rincon.o@gmail.com. 
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bros de cada comunidad al interior de ésta y con los individuos y agrupacio-
nes que configuran su exterior. La manera en la que una comunidad tiene 
conciencia sobre sí misma debe ser capaz de responder a los desafíos que 
esta tenga en el día a día, pero también a lo que el conjunto de individuos 
que la componen han logrado establecer como auténticos y propios para dar 
esas respuestas. 

Miller (1997) plantea que la concepción propia que tienen las perso-
nas con respecto a su pertenencia a un grupo es parte de una noción total 
que incluye la concepción de quienes son ajenos a dicho grupo. Por tanto, 
la generación de características que atañen a una comunidad nacional no 
funciona en una sola vía ni tiene un solo origen, sino que es la conjunción 
de muchas creencias.

Una de las dificultades que Miller plantea para abordar el problema de 
la nación radica en la cercanía que tiene este con el del Estado. Hay que 
tener cuidado con la diferenciación entre ambos, ya que, afirma, suelen 
confundirse coloquialmente en los debates al respecto. “Nación’ ha de re-
ferirse a una comunidad de personas que aspiran a autodeterminarse polí-
ticamente, y ‘Estado’ ha de referirse al conjunto de instituciones políticas 
que aspiran poseer para sí (Miller, 1997, p. 35)”.

Uno de los puntos importantes de la afirmación radica en la aspira-
ción de autodeterminación. Existe, entonces, la posibilidad de preguntarse 
sobre si ¿es posible, realmente, la autodeterminación de una comunidad? y 
¿cómo se llega al consenso que permita que esa situación se dé? 

Para Delannoi y Taguieff (1993) la nación “se trata de un ente que es 
teórico y estético, orgánico y artificial, individual y colectivo, universal y 
particular, independiente y dependiente, ideológico y apolítico, trascen-
dente y funcional, étnico y cívico, continuo y discontinuo” (Delannoi y 
Taguieff, 1993, p. 9).

Según estos autores, el origen de lo nacional puede pasar por condi-
ciones que recogen percepciones sobre la naturaleza, sobre la cultura. Este 
origen es capaz de generar héroes y próceres que recogen el sentir de la 
mayoría, afectando la expresión individual que se tiene frente al mundo y 
también la que cada uno tiene frente al grupo. Esto se puede interpretar 
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como una intención de expansión de la manera de hacer las cosas o como 
una expresión propia de cada población particular, puede encarnar la in-
tención de hacer de sí misma parte de la historia o recoger los insumos 
que el devenir de los tiempos les encare para sustentar una intención de 
subsistir. En este sentido, la diversidad, con sus fronteras imaginarias y sus 
oposiciones ideológicas e identitarias, está presente en todas las comuni-
dades imaginadas y, por ejemplo, resalta en el proceso de la configuración 
de la nación estadounidense, de acuerdo a las investigaciones de Delgado 
y Clemente (2013). 

Lo nacional también puede hacer referencia a la escogencia de una 
ideología como sustento para su sostenimiento o pretender no contaminar-
se para que los componentes étnicos fortalezcan su existencia. En algunas, 
además puede aparecer, según Delannoi y Taguieff (1993), un sentimiento 
que vincule a sus miembros para dar la vida por el espíritu nacional, mien-
tras que otras buscan del Estado la mejor manera para organizarse y resistir 
los embates de las relaciones con las demás naciones. Finalmente, hay dos 
direcciones que puede tener la interpretación sobre lo nacional que se basa 
en la divergencia entre el apego al suelo y la noción de ciudadanía (mediada 
por el Estado) y la que plantea que la nación es una expresión que se lleva 
en la sangre y tiene como expresión la cultura y la lengua. La otra dirección 
es la ambivalencia entre la continuidad que se plantea como necesaria para 
que lo nacional subsista y la posibilidad de cambios que la hacen pertinente 
y actualizada (Delannoi y Taguieff, 1993).

A lo anterior hay que agregar que, al plantearse como nación, una co-
munidad emprende tareas que como equipo se desarrollan para alcanzar 
unos fines que se han manifestado como comunes a todos los miembros 
de esa comunidad (Miller, 1997). Sin embargo, este proceso de asignación 
de tareas que se da a esos miembros responde a un sistema político que se 
consolida con ese propósito a través de la figura del Estado, como señala 
Bouza-Brey (1996).

Es decir que el proceso de consolidación de lo nacional responde a 
una iniciativa de orden político que a través del sistema político, que se 
ha consolidado en una comunidad, asigna a los ciudadanos unas tareas 
para garantizar su sostenibilidad y mantenimiento. En esa medida, quienes 
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ejercen el poder político actúan en el sistema político fijando las relaciones 
que tendrán sus actores y su estructura, el tipo de comunicaciones a las que 
tendrán acceso, las oportunidades de influir en la toma de decisiones y los 
recursos con los que contarán. Por tanto, el Estado cumple una función 
primordial como aparato que sustenta estas condiciones de poder.

Este Estado, entonces, es capaz de movilizar la abstracción sobre la na-
ción. Los Estados modernos, en los que a los individuos se les entrega cier-
ta capacidad de raciocinio y de ordenamiento lógico en sus observaciones 
y decisiones, trabajan en pos de la consolidación de las ideas que fomen-
tan el sentimiento nacional. En esa medida, pudiera ser que el hecho de 
hacer parte de una comunidad es una decisión tomada anteriormente por 
el poder político en la que el individuo sea hace consciente de la comunidad. 
Esta idea puede sustentarse en el hecho de que los discursos de los Estados 
modernos dan cuenta de un cambio en las relaciones que existen entre los 
hombres con respecto a lo que sucedía en el Antiguo Régimen.

L’égalité politique marque l’entrée définitive dans le monde des in-
dividus. Elle introduit un point de non-retour. Elle affirme un type 
d’équivalence de qualité entre les hommes, en rupture complète avec 
les visions traditionnelles du corps politique. […] L’égalité politique 
[…] n’est pensable que dans la perspective d’un individualisme radical, 
contrairement aux autres formes d’égalité, qui peuvent parfaitement 
s’accommoder d’une organisation hiérarchique ou différenciée du social 
(Rosanvallon, citado por Sabato, 1997, p. 12)2

Esta reflexión moderna conlleva la presencia de unos individuos que se 
suponen capaces de afectar el desarrollo normal de la comunidad con base 
en sus experiencias y en su libre interpretación de los fenómenos que tienen 
a diario. Sin embargo, hay que decir que un fenómeno como el de la nación 
hay elementos que algunas veces pueden llegar a exceder los marcos que la 
reflexión tradicional, científica y positiva exige.

2 “La igualdad política marca la entrada definitiva en el mundo de los individuos e 
introduce un punto de no retorno. Afirma la existencia de un tipo de hombres de 
calidad equivalente lo que es una ruptura total con la visión tradicional del cuerpo 
político. [...] La igualdad política [...] es pensable sólo desde la perspectiva de un 
individualismo radical, a diferencia de otras formas de igualdad que se pueden 
acomodar perfectamente a una organización social jerárquica o diferenciada” 
(Rosanvallon, citado por Sabato, 1997, p. 12). Traducción del autor.
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Una de las referencias que tiene América Latina para llevar a cabo un 
proyecto de nación es el europeo. Allí la observación sobre dicho fenómeno 
se produce en momentos en que la reflexión lógica y racional, desde el siglo 
xvi, comienza a ser parte de la manera en la que se toman decisiones y se 
comunican. Para complementarla, dentro de un espíritu típico romántico, 
se asume n criterios de tipo étnico y cultural de primera mano para justi-
ficar la movilización de las poblaciones alrededor de ideas. Sin embargo, 
la dificultad para estudiarlos radica en que la aparición de los Estados mo-
dernos ha desviado el foco hacia unos aparatos institucionales que se han 
abrogado la forma de expresión idónea a través de las cuales las naciones se 
hacen entender.

Las guerras han tenido un efecto enorme para este tipo de reflexio-
nes en el Viejo Mundo. Sin embargo, la modernidad no se tradujo de la 
misma manera en América Latina ni en Colombia. Para el caso europeo, la 
modernidad llevó a que se plantearan, como se dijo anteriormente, de ma-
nera racional, propuestas para desarrollar ideas sobre el devenir nacional, 
incluso el europeo. Un ejemplo de lo anterior puede ser el siguiente, que 
precedió a la Primera Guerra Mundial: 

Européisme et pacifisme vont constamment de pair. Ce n’est 
certainement pas un hasard si l’une des œuvres de référence majeure 
voit le jour en 1814, après un quart de siècle de troubles et de guerres 
en Europe. Le comte Henri de Saint-Simon –qui n’a pas encore publié 
ses grands écrits réformateurs– rédige alors en toute hâte, avec la 
collaboration de son secrétaire A. Thierry, un texte qu’il destine aux 
diplomates réunis au Congrès de Vienne, avec l’espoir qu’ils tiendront 
compte de ses suggestions. Son objectif est ambitieux: il veut proposer 
un plan d’Europe organisée plus pertinent que les projets antérieurs” 
(Bitsch, 1999, p. 16)3.

3 Europeísmo y pacifismo constantemente van de la mano. Ciertamente no es ninguna 
coincidencia que una de las principales obras de referencia viera la luz en 1814, 
después de un cuarto de siglo de problemas y guerras en Europa. El conde Henri de 
Saint-Simon –que aún no había dado a conocer sus principales escritos reformistas– 
escribió entonces a toda prisa, con la ayuda de su secretario A. Thierry, un texto para 
los diplomáticos reunidos en el Congreso de Viena con la esperanza de que tuvieran 
en cuenta sus sugerencias. Su objetivo era ambicioso: quiso proponer la organización 



64

GUERRA Y CONFLICTOS CONTEMPORÁNEOS.  
REFLEXIONES GENERALES PARA EL CASO COLOMBIANO

Con esta cita podemos llegar a pensar que este tipo de reflexiones 
también pudieron haberse dado para la creación de proyectos nacionales.  
Así pueden dar a conocerse a poblaciones particulares que son requeridas 
como escenario en el que se desarrollen proyectos políticos particulares.

La creación de estos proyectos, además, está acompañada de una racio-
nalidad en la que la noción de costos y beneficios afecta las vidas de miles 
de personas y cuya implementación dependerá de quien ostente y ejerza el 
poder político. Las posibilidades de hacer cambios en estos proyectos solo 
podrán concretarse a través de la presencia en las agencias que son capaces 
de cambiar las estructuras del sistema político y cambiar sus finalidades.

Una de las condiciones para que la reflexión sobre lo nacional también 
haya logrado implementarse en Europa fue la de lograr las condiciones 
para una estabilidad económica que permitiera el desarrollo sin mayores 
problemas. Sin atender las posteriores reivindicaciones étnicas del centro 
de Europa y de los países eslavos de finales del siglo xx, esta propuesta 
permitió que las comunidades llegaran a niveles de bienestar (Estado de 
Bienestar) con mejor nivel de calidad y por tanto permitieran la labor del 
Estado sin mayores objeciones.

Lo anterior también ha permitido que la convivencia entre grupos que 
no son del mismo origen se haya podido dar sin mayores dificultades du-
rante buena parte del siglo xx. Se ha evolucionado para que la convivencia 
de diversos grupos se dé en paz y que la competencia por su subsistencia no 
lleve a guerras y a pérdidas de vidas humanas (Kymlicka, 1996).

Puede decirse, entonces, que la producción de un sentido de lo nacio-
nal puede relacionarse con una intención política movilizada por actores 
o agentes en el sistema político y que dicha movilización de voluntades 
genera una manera de hacer las cosas en el sistema político, con tal fuer-
za en su argumento que se producen sentimientos de lealtad, solidaridad, 
trascendencia y cercanía en los miembros de una sociedad.

Para el caso americano, tras las luchas de independencia, es muy factible 
que estas producciones de sentido de lo nacional hayan tenido la finalidad 

de un mapa de Europa más pertinente que todos los proyectos anteriores” (Bitsch, 
1999, p. 16). Traducción del autor.
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de servir a intereses de poder con el ánimo de consolidarse y a dejar de lado 
esas realidades propias de las comunidades originarias para dar espacio a 
movilizaciones de tipo racional que sustentaran la consolidación del poder 
político y de las relaciones con el mismo en una base tradicional con origen 
colonial (Schuster, 2014). Una mirada más allá de Europa se puede dirigir 
a los modelos de reconfiguración de Medio Oriente tras las experiencias 
imperial -otomana- y colonial –francesa e inglesa- presentados por Rogan 
(2012).

En la actualidad de América Latina, se debate si participar en un mo-
delo diferente de democracia republicana que permita que este modelo 
elitista y racional se puede transformar en uno amplio capaz de acoger a 
grandes capas de la población y pueda llevarse a cabo un proceso de expre-
sión de lo realmente nacional.

El caso colombiano
La creación de los Estados latinoamericanos tiene como punto común 

el afianzamiento de unas relaciones de poder sobrevivientes del tiempo co-
lonial en las que la discriminación entre clases sociales y raciales se impu-
sieron como modus operandi para el control político y social.

El modelo colonial permitió que la concentración en la adquisición de 
recursos y en la apropiación de éstos, con fines de lucro particular, se afian-
zaran como parte de la cultura política colombiana. Los descendientes de 
los españoles lograron hacerse de buena parte de las tierras y los recursos 
monetarios disponibles para enfrentarse a la metrópoli que los controlaba.

La acumulación de riqueza sirvió para que muchos de los ilustrados 
que participaron del proceso de independencia tuvieran los recursos para 
hacerlo. Una de las condiciones que permitía esa acumulación fue la no-
ción de “reproducción ampliada’, el convencimiento de que puede haber un 
crecimiento económico ilimitado que contribuya al beneficio de todos, y sea la 
fuente no sólo (sic) de la prosperidad material y de la propia felicidad terre-
nal (Demèlas, 1992, citado por Silva, 2002, p. 400).

Lo anterior daba cuenta, a comienzos del siglo xix, concomitante con 
la aparición del romanticismo, de una intención racional de pensar en la  
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nación como vehículo para evolucionar en esas condiciones de poder exis-
tentes hasta entonces. Silva (2002) señala, citando a Francisco José de  
Caldas, quien, a su vez, cita a José Manuel Restrepo en su Correo Curioso, 
Económico y Mercantil de la ciudad de Santafé de Bogotá que se abría la opor-
tunidad para la postulación de “opulencia, lujo y comodidad” como valores 
que debían marcar el devenir del país (Silva, 2002, p. 400).

La noción en torno de la cual se estructura el conjunto del “ideario eco-
nómico” de los ilustrados es la de recursos naturales. Los ilustrados creen 
no sólo (sic) que la naturaleza es pródiga en todas partes del universo, sino 
que es especialmente pródiga en sus territorio, como expresión de un gesto 
particular de la Providencia; y a este respecto han construido una verda-
dera mitología, que utilizarán como punto de anclaje de sus sueños, como 
principio de identidad local y como orgullosa diferencia con la deseada y 
envidiada Europa (Silva, 2002, p. 401).

Era necesario hacer uso de la información disponible para construir 
una base ideal sobre la cual se hiciera posible fomentar la existencia de una 
particularidad de la región, del país, para la nación y que así garantizara el 
uso de los recursos por parte de quienes detentan el poder.

La finalidad fue legitimar el afianzamiento de unos poderes capaces de 
administrar la vida en las regiones. Y he aquí una de las dificultades para 
que se plantee un proyecto nacional: los caudillajes regionales en Colombia 
fueron capaces de generar espacios políticos que durante mucho tiempo 
estuvieron aislados del proyecto nacional que trataba de impulsarse desde 
el centro (Ramos, Saldarriaga y Gaviria, 2009).

Podría hacerse una lectura al respecto sobre las diferencias que los lí-
deres políticos de la época (Antonio Nariño y Camilo Torres, por ejemplo) 
sostuvieron. Un proyecto centralista de Estado-nación, como el que soste-
nía Nariño, implicaba una total dependencia de las provincias de todos los 
asuntos políticos, sociales y económicos. Así, quien detentara y ejerciera el 
poder desde la capital podría tener acceso a todos los recursos de la periferia 
y controlar las posibilidades de acceso al poder.
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Un proyecto federalista, como el que pretendía Torres, derivaría en que 
los asuntos políticos, sociales y económicos se discutieran y decidieran en 
el seno de los territorios y haría que las posibilidades de llegar a decisiones 
sobre asuntos que fueran comunes a todas las regiones. Además, como en 
otros países, supondría que reflexiones que llevaran a un estado de cosas 
más avanzado se estancaran y generaran mayores dificultades que las que 
pueden darse en un país con un poder político centralizado. 

Por tanto, muchas de las batallas que se llevaron a cabo entre las fuerzas 
realistas y las de independencia se dieron entre grupos que tenían como 
origen lugares de asentamiento de grandes hacendados y familias herede-
ras del tiempo de la colonización española. Las relaciones de poder que se 
dieron entre familias tradicionales llevaron a que lo político se desarrollara 
a través de dinámicas regionales que rompieron un espíritu nacional que 
agrupara a todo el territorio que hoy conocemos como Colombia, situación 
que difícilmente ha podido superarse.

Colombia aparece como un país fragmentado (Pérez, 2007). Una serie 
de ejércitos privados, de guerrillas y de grupos paramilitares le disputan al 
Estado el control territorial. Esta situación no es, sin embargo, novedosa: 
el Estado colonial no logró nunca imponer su dominio en la totalidad del 
territorio de lo que hoy constituye Colombia (Serge, 2011).

Otra de las consideraciones que hay que hacer al respecto y que es 
funcional a la sustentación del poder político tradicional tiene que ver 
con la implementación del modelo liberal que no cubrió a la mayoría 
de la población (Bushnell, 2002). En la mayoría de las provincias del 
centro de Colombia, se mantuvo un régimen feudal que desconoció el 
discurso liberal que a través de la emancipación de esclavos y servidumbre 
fomentaría el desarrollo económico y las posibilidades de dinamización del 
ciclo económico a través de la oferta y de la demanda.

Este poder de origen tradicional se dio a la tarea de consolidar formas y 
figuras de poder, que desde la familia continuó siendo la base para el ejer-
cicio de la política, controló las vías en las que se daba la movilidad social 
y política de los integrantes de las comunidades. Esto llevó a que las vías 
establecidas por los habitantes originales fuera finalmente socavada, en pos 
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de afianzar la idea liberal, y puesta en riesgo de extinción para mantener 
los estilos de vida de los herederos de la colonia. A partir de esto se die-
ron relaciones de esclavitud con los indígenas y negros que en las regiones 
aportaron recursos y mano de obra para el sostenimiento de estos clanes 
familiares en el poder.

En la historia de la independencia de lo que hoy es Colombia, se hacen 
notar unos próceres, surgidos de familias acaudaladas, con la facilidad eco-
nómica de adelantar el proyecto de guerra contra la monarquía española; 
asimismo, con espacios regionales en los que aún hoy retumban los apelli-
dos de esos tiempos y en los que las relaciones sociales, políticas y econó-
micas están determinadas por la posesión de dichos apellidos, entre otras 
características.

Esta situación en las regiones, además, determinó que la implementa-
ción del proyecto político moderno, que dentro de las expectativas del siglo 
xix apuntaba a una racionalidad moderna e impregnada por el espíritu 
científico y lejano de Occidente, no llegara a convencer a todas las partes en 
todas las regiones. Muchas comunidades aborígenes y de afrodescendientes 
se vieron en medio de una guerra en la que no tenían muchas expectativas 
de encarnar algo que realmente satisficiera sus reivindicaciones políticas.

Otras comenzaron procesos de resistencia que derivaron en proyectos 
que aún hoy son vigentes y que siguen reclamando su inclusión en el debate 
sobre lo público, así como una mayor injerencia en las discusiones que están 
relacionadas con su devenir dentro de la organización política que se les 
asignó como Estado colombiano.

Mientras se daba la consolidación de estas esferas de poder en los di-
ferentes espacios regionales que dieron pie a la república, lo que se logró 
fue que a través del aislamiento se produjeran varios eventos en los que la 
violencia comenzó a ser parte de la manera en la que el poder se expresaba 
y asignaba las funciones a cada uno de los miembros de la comunidad.

Así, los antiguos esclavos negros debieron, por ejemplo, en un Estado 
que consagró el mercado libre del trabajo, seguir siendo servidores de los 
grandes hacendados y señores de las tierras, quienes incluso mantuvieron 
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el régimen feudal por el cual su trabajo era recompensado a través de la 
disponibilidad de un techo y de la garantía de una comida.

Los indígenas, por su parte, fueron expulsados de sus tierras y confina-
dos en resguardos en los que se asignó la producción de ciertos productos y 
el aislamiento del resto de la nación a través del adoctrinamiento religioso 
que los ubicó como menores de edad e incapaces para la administración de 
sus tierras.

Varios dispositivos fueron usados por el poder político reinante para 
garantizar su posición hegemónica. Uno de ellos fue la generación de po-
líticas públicas, que, con la legitimación que producía el poder político, 
concentraron el poder en las familias y grupos de siempre. Esas familias y 
grupos mantuvieron un estatus privilegiado frente a los individuos y gru-
pos llegados en el desarrollo de proyectos de colonización posteriores que, 
incluso tenían dificultades para ser reconocidos como ciudadanos.

Dentro de estas políticas públicas, se pueden encontrar procesos educa-
tivos que llevaron a que las ideas que se tenían por parte de las poblaciones 
que fueron discriminadas para sustituir sus creencias y apropiaciones de 
la tierra y de los recursos que obtenían de ella. Además, muchas veces, 
fueron objeto de desplazamientos fomentados por el Estado que derivaron 
en la pérdida del arraigo y la extinción de saberes y de lenguas de manera 
dramática.

Por regiones también se produjeron rupturas culturales y económicas, 
más allá de la herencia colonial. Así, cada una de las regiones colombianas 
se revistió de unas características únicas que permitieron también el ejerci-
cio del poder tradicional. Los santandereanos y antioqueños, por ejemplo, 
hicieron gala de su capacidad colonizadora para desplazar poblaciones y 
fundar pueblos y generar dinámicas económicas de tipo cafetero.

En el Pacífico, se sostuvieron las relaciones de antaño con negros e 
indígenas a quienes se aisló o se les determinó seguir siendo mano de obra 
barata para la explotación de materias primas. La Costa Atlántica, por 
su parte, fue tal vez la zona de Colombia que se desarrolló de manera 
más diferenciada dado que estuvo con su percepción al mar y permitió la 
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presencia de extranjeros de varias latitudes y dio pie a un comercio fuerte y 
a un intercambio cultural importante con el resto del país.

El centro del país se forjó con un gran desprecio por las costumbres 
indígenas y dejó a los gamonales de apellidos reconocidos el control de las 
tierras y de la política, con la intención, además, de que su proyecto político 
fuera asumido por el resto del país. Como resultado, aún hoy son los here-
deros de las mismas familias de entonces quienes controlan el poder y sacan 
mejores dividendos de esta situación.

Otra de las demostraciones de esta actitud desde el poder tiene que ver 
con la visión que se ha tenido de los recursos naturales y de las tierras que 
se consideran ricas. El país ha perdido alrededor del cincuenta por ciento 
de lo que alguna vez llegó a tener, en parte por la desidia que las figuras 
poderosas han manifestado ante la gestión productiva de esas regiones.

Es pertinente recordar, además, que en el periodo 1810-811 Colombia 
tuvo quince constituciones políticas que se produjeron en las provincias 
que luego hicieron parte de la república. Si bien esto es consecuencia del 
momento propio que se estaba viviendo, en el que la política se encontraba 
en la transición entre el antiguo y el nuevo régimen, hay que señalar que 
las infraestructuras para relacionar a unas regiones con otras eran bastante 
deficientes como para esperar que se tuvieran en cuenta unas a otras. 

Con todas estas características de por medio, algunas prácticas de tipo 
mafioso, que incluyen la violencia, parecen ser la única forma para garanti-
zar el orden y el ejercicio del poder en algunas zonas del país. La zona del 
Pacífico colombiano es muy proclive a que se presente esta situación dada 
la lejanía que tiene con respecto a los centros mayores de poder, aunque 
hoy tiene dinámicas que hacen estrecha la relación en términos de centros 
y periferias. Lo mismo sucede en la Amazonía y en la Orinoquía.

Hay que decir que el proyecto republicano decimonónico no fue acep-
tado de la misma manera por todo el país. Algunas ciudades como Santa 
Marta y Pasto, por ejemplo, plantearon su reticencia a ser parte del nuevo 
Estado y que sus ciudadanos lucharon en contra de esta iniciativa. Eso hizo 
que quedaran sumidos en el ostracismo y la imposibilidad de incluirse en 
un proyecto que les permitiera una vía expedita al desarrollo. 
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Dentro de las prácticas mafiosas puede señalarse la continuidad de un 
modo feudal de desarrollo productivo y económico entre terratenientes y 
personas de la servidumbre, indígenas o afrodescendientes. Muchos cam-
pesinos también fueron ubicados en la pirámide social en el rol de ser mano 
de obra barata condicionada por la supervivencia en las regiones para di-
chos señores feudales. Muchos de ellos, antiguos esclavos de otras regiones 
del país, llegaron allí y debieron asumir apellidos de dichos señores para 
garantizar su subsistencia, como sucede en los actuales departamento de 
Chocó, Valle del Cauca, Cauca y Nariño. El trabajo de Borja (2010) sobre 
el Valle del Cauca ha incidido en la “teoría de los espacios geohistóricos 
de la guerra” y en la recurrencia de los conflictos en la región durante el  
siglo XIX. 

Con respecto a las poblaciones aborígenes hay que decir que los ejér-
citos que transitaron por estas tierras hicieron de ellos un botín de guerra 
en términos de información y manutención, dado que se les dio el papel de 
guardianes, conocedores de los territorios e informantes de los movimien-
tos del enemigo. Por tanto, su condición de población especial ha servido 
en algunos momentos del desarrollo político del país para garantizar unas 
posiciones privilegiadas en la guerra y, en otros, para acentuar el carácter 
de los poderes en pugna.

Cuando la guerra se hace en condición del uno contra el otro, se hace 
en función de lo que se siente. Arrastrar a la guerra implica llevar con la 
emoción a quienes nos acompañan. Si bien se desarrolla una estructura 
vertical que tiene unas condiciones racionales, quienes se desempeñan en 
los roles rasos deben ser cooptados por sentimientos, valores y principios 
que rayan con la emoción. 

La violencia está en función de las relaciones de poder que han venido 
desarrollándose en muchas de las regiones del país. Sobre todo en las más 
apartadas, y es un poco paradójico que la presencia del Estado para con-
trolarla haya sido mínima. Entenderla como expresión política para el caso 
colombiano es entender que ella enmarca una característica peculiar de 
nuestro país. Para algunos autores la violencia es una extensión de la polí-
tica. Las prácticas locales, por ejemplo, están cargadas de rituales violentos 
y de prácticas bien vistas al respecto que dan noción de autoridad, fuerza 
y poder.
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En la actualidad, Colombia es uno de los países del mundo con más 
desplazamiento interno. El conflicto armado que se ha presentado con gru-
pos guerrilleros y paramilitares en los últimos cincuenta años da cuenta de 
una dinámica en la que el poder ha llevado a que el día a día de lo político 
se exprese violentamente y a que nuestras relaciones como sociedad y como 
nación estén profundamente marcadas por su presencia.

La violencia 
Ante la consolidación de los poderes locales que se mencionaron ante-

riormente, el ejercicio de detentar el poder llevó a que las dinámicas para 
ejercerlo afectaran al conjunto de las regiones y en esta medida a la nación. 
Para lo anterior, el ejercicio de la violencia, a través de la discriminación, 
del aislamiento, y de la aplicación de la coacción y del miedo, ha sido he-
rramienta indispensable. 

Este tipo de acciones se llevó sin tregua en casi todos los territorios de la 
nación. Incluso en el centro del país la violencia ha sido uno de los disposi-
tivos más usados para el control del poder y para la acumulación del mismo 
afectando las contiendas electorales y dejando en el ambiente una sensación 
de legitimación de la misma cuando hay competencia política.

Las contiendas electorales han sido parte de los eventos que más tras-
cendencia han tenido en la historia del país. La resolución de la competen-
cia siempre ha terminado en que la imposición de los ideales políticos en 
todos los espacios de la sociedad. Así se logra que el proyecto del bando 
triunfador en las urnas deba ser respaldado por las armas. 

Lo anterior resulta crítico si se piensa en la manera en la que las perso-
nas reflexionan sobre lo político y sobre la política. Si se entiende que todas 
las decisiones que se toman en la vida tienen un origen político; no sería en 
vano que las actitudes que se toman en la vida en términos de convivencia 
y de ordenamiento de los recursos se hagan con base en ese ejercicio cons-
tante de violencia.

Manifestaciones de lo anterior pueden encontrarse en el machismo y en 
la violencia de género, en la situación de los menores de edad con respecto a 
las posibilidades de participar en la vida económica y política con garantías, 
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en las personas que requieren de medidas que las hagan parte del ciclo 
productivo con tierras y ganados para producir.

Estas expresiones en las que el otro resulta invisibilizado son parte de 
la evolución que tiene el uso permanente de este tipo de prácticas. En las 
mismas se puede encontrar cómo la corrupción y sus múltiples modalida-
des que repercuten en el sostenimiento de las dinámicas de poder y en el 
aislamiento de los poderes establecidos de las bases y de las comunidades 
originales que son parte de la república.

Si se entiende que la práctica de la violencia reproduce códigos y sen-
timientos, y que esta situación es particularmente benéfica para quienes 
ostentan y detentan el poder, se puede entender que ésta es fundamental y 
que se reproduce en cada uno de los estamentos de la sociedad, desde los 
más altos a los más bajos.

Una de las condiciones de la nación colombiana es su vinculación es-
trecha con el ejercicio de la violencia, que es parte de la noción que se tiene 
sobre lo político. En Colombia, lo político y lo violento tienen una relación 
estrecha con el poder que no es posible desligar. Y el ejercicio de lo político 
siempre estará acompañado por la noción de mafia y de violencia. En esa 
medida, uno de los acercamientos que deben hacerse al ejercicio de lo polí-
tico es la comprensión del porqué de la agresión en las expresiones políticas.

La continuidad de prácticas mafiosas, entendiendo a las mafias como 
organizaciones que se dedican al acaparamiento de los recursos que son 
esenciales para la vida y que les otorgan a las mismas el control sobre cier-
tas acciones de las comunidades, se hace extensiva a todas las prácticas de 
quienes ostentan el poder. 

The quality of pre-existing political and legal institutions is arguably 
important: when institutions are dysfunctional, conflict over access to 
resource rents is likely to escalate, giving rise to increased corruption, 
rent-seeking and even violence (Collier and Hoeffler, 2002; Skaperdas, 
2002); resources may be diverted from human capital accumulation and 
other productive uses (Cabrales y Hauk, 2011; Dal Bó y Dal Bó, 2011; 



74

GUERRA Y CONFLICTOS CONTEMPORÁNEOS.  
REFLEXIONES GENERALES PARA EL CASO COLOMBIANO

Dube y Vargas, 2013, citados por Buonanno, Durante, Pralolo y Vanin, 
2015, p. 115)4.

Una de las lecturas que no pueden desconocerse al respecto es la que 
plantean algunos historiadores que señalan que la imposición de la cultu-
ra occidental en el siglo xv conllevó prácticas que para los europeos eran 
comunes, pero acá no tenían la trascendencia que allá. Para los nativos de 
América la violencia existía, pero tenía dentro de su conceptualización y 
desarrollo un componente ritual que se excedió en las prácticas políticas de 
los europeos.

El uso de la tortura, del secuestro, de la desaparición, comenzó a ser 
legítimo y a forjar el día a día de lo político, haciendo que los actores se 
sometieran a estas prácticas y las hicieran parte del arsenal político. Bien 
conocida es la historia del secuestro de Atahualpa por parte del ejército 
conquistador del Perú de Francisco Pizarro en la que por su liberación se 
pidió una habitación llena de oro, plata y piedras preciosas.

En el caso colombiano, han sido manifiestos los casos en que los grupos 
al margen de la ley, sean estos guerrilleros, paramilitares o narcotraficantes 
se han valido de este tipo de prácticas para que el Estado y la nación tengan 
comportamientos para con ellos que les permitan seguir ostentando dicho 
tipo de poder. 

Hay que señalar, como dice Naím, que la crisis económica facilita con-
diciones que llevan a que el Estado pierda su capacidad para sostenerse y 
conlleva que las organizaciones criminales puedan adquirir el poder que 
se suponía sujeto al mismo (Naím, 2012, p. 100). La toma del botín del 
Estado por parte de las familias tradicionales ha implicado que la crisis sea 
permanente y que la “venta” del Estado sea pan de cada día.

4 “Se puede argumentar que la calidad de las instituciones políticas y legales 
preexistentes importante: cuando las instituciones son disfuncionales, es probable 
que aumente el conflicto sobre el acceso a las rentas de los recursos, dando lugar a una 
mayor corrupción, búsqueda de rentas e incluso violencia (Collier y Hoeffler, 2002; 
Skaperdas, 2002); los recursos pueden desviarse de la acumulación de capital humano 
y otros usos productivos.” (Cabrales y Hauk, 2011; Dal Bó y Dal Bó, 2011; Dube y 
Vargas, 2013, citados por Buonanno, et al., 2015, p. 115). Traducción de los editores.
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El autor señala que en la actualidad esa amenaza no es latente, sino 
que se puede observar alrededor del mundo. Al ser cooptadas por organi-
zaciones criminales, el resto de miembros de una nación quedan inermes 
ante las iniciativas que esas organizaciones tengan y la brecha de pobreza 
aumenta y solo se reproduce la discriminación y el ataque a quienes menos 
opciones tienen.

La situación llega a niveles críticos cuando haciendo uso del poder del 
Estado este se alía con los criminales para justificar acciones en contra del 
mismo crimen y elimina a quienes objetan las acciones de dicho aparato. 
La práctica común de usar estas estructuras para asegurar el poder parece 
que no tiene ninguna oportunidad de ser criticada. 

This fusing of governments and criminal groups is distinct from the 
more limited ways in which the two have collaborated in the past. Go-
vernments and spy agencies, including those of democratic countries, 
have often enlisted criminals to smuggle weapons to allied insurgents 
in other countries or even to assassinate enemies abroad (Naím, 2012, 
p. 101)5.

Acá también caben las prácticas corruptas con las que la mayoría de 
estas organizaciones se hacen legítimas ante la sociedad. El reclutamiento, 
el robo, el desvío de fondos del Estado para llenar las arcas de aquellas son 
comunes y ha hecho carrera la idea que trabajar en el aparato estatal es 
sinónimo de enriquecerse.

Finalmente, este tipo de situaciones que procuran el control y la admi-
nistración de la vida llevan a que las relaciones violentas y discriminatorias 
por parte de quienes siempre han ejercido y detentado el poder se man-
tengan. Pero la consecuencia más grave es la concepción que dejan en los 
ciudadanos, quienes establecen el ejercicio de la política como corrupto y 
violento y asumen la convivencia dentro de estos parámetros.

5 “Esta fusión de gobiernos y grupos criminales es distinta de las formas más limitadas 
en que los dos han colaborado en el pasado. Los gobiernos y las agencias de espionaje, 
incluidos los de los países democráticos, a menudo han alistado a delincuentes para 
contrabandear armas a insurgentes aliados en otros países o incluso para asesinar 
enemigos en el extranjero (Naím, 2012, p. 101)”. Traducción de los editores.
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No es raro encontrar en nuestros niños y jóvenes prácticas que se su-
pone tienden a la participación democrática, profundamente permeadas 
por clientelismo, por promesas que no se pueden cumplir y por el deseo de 
tener una figuración especial en los cargos representativos, más allá de la 
vocación y la capacidad para actuar en ellos.

Estas situaciones, preocupantes cuando se hace un balance sobre las 
características particulares que tiene el ejercicio de la política, le dan forma 
a un tipo de nación violenta, corrupta y poco comprometida. Es un espejo 
de lo que sucede en las altas esferas del poder y de ahí se puede plantear 
que la dinámica de poder afecta profundamente la manera en la que los 
ciudadanos enfrentamos el día a día.

Por lo anterior, es importante que como ciudadanía se establezcan ca-
nales que le permitan a la ciudadanía participar más directamente en el 
proyecto de consolidación de la nación. Para ello las escuelas y universi-
dades deberían tener un papel más activo, más cercano a la población y 
llevarla a que plantee sus necesidades reales. 

La participación completa de la sociedad que se asume como colom-
biana debe estar garantizada y poder actuar por fuera de las presiones nor-
males que la violencia y la corrupción que ejercen sobre ella. La teoría que 
genere la academia ha de acercarse a sus particularidades y debe lograr 
involucrar de una mejor manera a la sociedad, que no puede seguir vivien-
do de espalda a sí misma sin reflexionar sobre el futuro y la dirección que 
quiere darle.
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COLOMBIA ENTRE LOS ALTIBAJOS DEL CONFLICTO  
Y LA PAZ: UNA MIRADA HISTÓRICA

Saúl M. Rodríguez1

Introducción
Colombia es uno de los países más contradictorios en el escenario mun-

dial. Esta frase puede sonar bastante chocante para aquella persona que no 
está familiarizada con la historia colombiana, debido a que esta sociedad 
ha experimentado todo tipo de situaciones buenas y malas a través del siglo 
XX y los albores del XXI; contantemente, aparece en las titulares de prensa 
a nivel mundial, usualmente por hechos catastróficos que tienen que ver con 
el largo conflicto armado interno, la guerra contra las drogas, corrupción, 
y numerosos altibajos en temas políticos y económicos. Tal vez la situación 
más significativa se encuentra en el hecho que este país ha experimentado 
un fuerte conflicto armado interno por cerca de sesenta años, con múltiples 
actores involucrados y que ha ocasionado más de 250.000 muertes y cerca 
de seis millones de personas desplazadas (GMH, 2013). Curiosamente, 
este país tiene una estabilidad económica inusitada, si se le compara con los 
demás países de América Latina, pero al mismo tiempo, es el segundo país 
más desigual de la región (Monterrosa, 16 de noviembre de 2017).

Por otro lado, la democracia electoral es vigorosa y ha estado activa 
desde los años cincuenta del siglo XX, lo cual parecía ser un excelente signo 
de la solidez de este sistema político; sin embargo, la abstención y la falta de 
participación de amplias mayorías parecen ser una constante recurrente en 
su historia reciente; además, el disentimiento político y el activismo en de-
rechos humanos son actividades altamente riesgosas. Colombia es un país 
con una riqueza social, cultural y medio ambiental, únicas en el mundo, 
debido a su posición geográfica y la mezcla del elemento indígena, español 

1 Docente-Investigador del Departamento de Historia de la Universidad Sergio 
Arboleda. Correo electrónico de contacto: saul.rodriguez@usa.edu.co. 
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y africano que han hecho su sociedad altamente diversa, produciendo una 
increíble cantidad de artefactos culturales, música, alimentos, entre otros. 
Sin embargo, un elemento que parece estar muy presente a lo largo de los 
años es la violencia recurrente. Una mezcla de exclusión social, intoleran-
cia, imposibilidad de dirimir los problemas de un modo civilizado y la 
profunda brecha entre las zonas urbanas y rurales, donde la pobreza es un 
elemento persistente, a pesar de toda la riqueza disponible.

En los últimos años, la imagen del país dentro de la comunidad de paí-
ses ha cambiado notablemente, debido en parte a la mejora en los indica-
dores económicos, políticos y sociales, y sobre todo por la exitosa campaña 
militar contras las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) 
y el posterior proceso de paz con este grupo armado ilegal para acabar con 
el largo conflicto armado. En este sentido, en este artículo se mostrarán al-
gunos de los aspectos más relevantes respecto al conflicto armado interno y 
la paz en Colombia desde una perspectiva histórica o de larga duración. Un 
largo proceso que se ha caracterizado por varios problemas y dificultades, 
que tienen raíces muy profundas. Por lo tanto, en la primera parte de este 
texto se explicarán algunos aspectos históricos del conflicto armado inter-
no, sus causas y principales hitos. En la segunda parte, se analizarán los 
principales esfuerzos para alcanzar la paz en diferentes etapas de la historia 
contemporánea del país. En la tercera parte, se expondrán los principales 
aspectos de las conversaciones de paz entre el gobierno de Colombia, en 
manos de Juan Manuel Santos, y la guerrilla de las FARC que condujeron 
a la firma de un acuerdo en 2016, y los inconvenientes y expectativas que 
surgieron de éste.

Conflicto y violencia en la historia reciente de Colombia. Una mirada 
estructural de larga duración

La historia reciente de Colombia ha estado inmersa en el caos y el desor-
den. Este país del norte de Suramérica ha tenido una historia problemática 
prácticamente desde su independencia de la corona española a comienzos 
del siglo XIX. En efecto, a lo largo de los años, Colombia ha sido un país 
donde la construcción del aparato estatal ha sido muy difícil, a su vez que 
la construcción de un sentimiento nacional ha sido bastante precario, esto, 
en parte, debido a las diferencias regionales, la brecha socio-económica, 
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la precariedad de la economía, un tradicionalismo arraigado, un fuerte 
distanciamiento de la realidad internacional y una tradición de ilegalidad 
bastante común. Todas estas situaciones adversas no han sido manejadas 
apropiadamente por los líderes políticos, quienes se han caracterizado por 
tener una visión muy reduccionista respecto a estas situaciones, lo cual, su-
mado a una ruda y fragmentada geografía, ha producido una sociedad ex-
plosiva, la cual ha sido bastante difícil de controlar. Para el historiador John 
Alexander Pedreros (2016), guerra y violencia, parecen ser dos constantes 
en la historia colombiana más que una anomalía, los conflictos internos 
han sido recurrentes, entre estos: la Guerra entre centralistas y federalistas 
(1810-1815), la Guerra de Independencia (1810-1824), la Guerra de los 
Supremos (1839-1841), la Guerra civil de 1851, la Guerra civil de 1854, la 
Guerra civil de 1860-1862, la Guerra civil de 1876-1877, la Guerra civil de 
1884-1885, la Guerra civil de 1895, la Guerra de los Mil Días y la entrega 
de Panamá (1899-1903), la Violencia de los años 30, La Violencia (1948-
1966), el Conflicto armado interno (1964-hasta la fecha). Por el contrario, 
las guerras interestatales han sido hechos marginales en la historia local; los 
ejemplos son escasos y limitados a pocas y cortas campañas militares, tales 
como el conflicto colombo-peruano en la región amazónica (1932) y la exó-
tica participación colombiana en la guerra de Corea, siendo las dos acciones 
muy marginales y desarrolladas en zonas distantes del conjunto del país.

En contraste con los países vecinos, Colombia tuvo serias dificultades 
para encontrar un recurso natural o industrial que fuera vendible en el 
mercado internacional, el cual ayudara al país a salir de sus problemas eco-
nómicos y que fuera útil para ayudar a crear un estado moderno, tal y como 
sucedió en Argentina y México en el siglo XIX, e incluso en Venezuela 
durante el siglo XX. Únicamente el café cumplió esta función, si bien, con 
altos y bajos en los precios, los cuales respondían a la demanda del mercado 
internacional que evitó un flujo constante de recursos para el país (Kalma-
novitz, 2003). Por otro lado, la sociedad colombiana llegó a estar inmersa 
durante gran parte del siglo XIX y XX en una espiral de violencia y pobreza 
muy profundos. No obstante, las causas de las guerras civiles y la violencia 
no pueden ser asociadas solo a estos factores, sino a un complejo conjunto 
de factores bastante diferentes entre sí a lo largo de los años. Mientras que 
en el siglo XIX estuvieron relacionados con la disputa entre los partidos 
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tradiciones (Liberal y Conservador) respecto a temas religiosos y de anta-
gonismo sobre la forma de organizar el Estado; en la violencia de los años 
treinta y la de los cincuenta y sesenta estos factores fueron una mezcla de 
lucha por principios partidistas y demandas económicas debido a la mutua 
exclusión del partido que perdía el poder político (Palacios, 2006).

En este ambiente puede ser ubicado el comienzo del conflicto armado 
interno. Específicamente a finales de los años cuarenta, cuando el líder po-
lítico del Partido Liberal y candidato presidencial, Jorge Eliecer Gaitán fue 
asesinado en extrañas circunstancias (Braun, 1987). Lo anterior desenca-
denó una violencia fratricida a lo largo y ancho del país entre los seguidores 
de ambos partidos políticos. En un escenario de mutua recriminación por 
el origen de la violencia, cerca de 200.000 personas murieron (Guzmán, 
Fals-Borda y Umaña, 2005). Para des-escalar esta ola de violencia en el país, 
fue necesaria la llegada de un militar al poder, el general Gustavo Rojas Pi-
nilla (1953-1957), quien patrocinado por las elites políticas estuvo a cargo 
de pacificar el país, lo cual cumplió parcialmente (Sáenz, 2002; Donadio y 
Galvis, 2002). Varios bastiones armados del partido liberal siguieron com-
batiendo activamente contra el Estado durante finales de los cincuenta y 
comienzos de los sesenta, particularmente en el departamento del Tolima. 
Por esta razón, las Fuerzas Armadas de Colombia lanzaron una operación 
militar, la cual sería conocida como Operación Marquetalia (1964), contra 
un grupo de campesinos armados, que previamente habían sido ideologi-
zados con ideas radicales de izquierda, conocidos más tarde como Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (Medina, 1986).

Entre los años sesenta y ochenta, varios grupos guerrilleros de izquier-
da emergieron en Colombia con varias tendencias políticas y metas, los 
cuales seguían una larga tradición de guerra irregular contra el Estado 
que se remonta a fechas tan tempranas como el siglo XIX. Estos grupos 
demandaban cambios radicales en la estructura económica, política y so-
cial. Algunos de los más conocidos fueron y son: el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) (1964), el Ejército Popular de Liberación (EPL) (1965), el 
Ejército Revolucionario de los Trabajadores (PRT) (1965). Igualmente, en 
este escenario de radicalización surgieron otros grupos sui generis como el 
M-19 (1970) y el “Movimiento Armado Quintín Lame” (1984). El primero 
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de estos estaba conformado por personas de clase media de las ciudades, 
quienes como grupo armado, llevaron a cabo una serie de acciones especta-
culares contra las autoridades como el robo de la espada de Bolívar (1974), 
el robo de armas en el Cantón Norte (1978), la toma de la embajada de la 
Republica Dominicana en Bogotá (1980) y la tristemente célebre toma del 
Palacio de Justicia (1985), donde murieron docenas de personas inocentes 
en el fuego cruzado entre esta guerrilla y las Fuerzas Armadas (Rodríguez, 
2012a). El segundo grupo estaba conformado por indígenas del depar-
tamento del Cauca, quienes en un acto de desesperación por la violencia 
ejercida contra ellos, decidieron organizar una guerrilla para proteger su 
comunidad. Este grupo llevó a cabo acciones espectaculares contra sicarios 
y paramilitares, con precisión militar, pagados por terratenientes y élites 
locales.

Mientras varios grupos guerrilleros continuaron actuando con unas ca-
racterísticas singulares como una manifestación marginal de la lucha entre 
Este y Oeste, múltiples actividades relacionadas con la producción de dro-
gas ilícitas tuvieron un florecimiento en el país, en gran medida, debido a 
la demanda internacional por este tipo de recursos, la tradición de contra-
bando en el país y la permisividad de las autoridades locales respecto a estas 
actividades. En un primer momento, el interés internacional por la mari-
huana convirtió a Colombia en la “tierra prometida” en este tipo de pro-
ducción, particularmente la región caribe, entre los años sesenta y setenta. 
En este periodo, conocido como la “bonanza marimbera”, pequeñas mafias 
mezclaron la tradición local de violencia con una eficaz administración de 
este negocio ilegal, lo cual les permitió capturar la producción, embarque y 
distribución de este producto.

Más tarde, y tomando ventaja de la posición geoestratégica de Colom-
bia como un corredor natural entre el sur y el norte de América, los trafi-
cantes locales se convirtieron en intermediarios en el tráfico de cocaína, la 
cual provenía de Perú y Bolivia, gracias a la masiva demanda de los consu-
midores de los Estados Unidos entre los años setenta y ochenta. Durante 
esta etapa, surgieron varias mafias como los carteles de Medellín y Cali, 
las cuales incrementaron su poder y habilidades en este negocio ilegal.  
Estos no solo controlaron el tráfico, sino también se hicieron cargo de la 
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producción masiva de coca y amapola en el territorio colombiano entre 
mediados de los ochenta y comienzos de los noventa destinadas a la pro-
ducción de cocaína y heroína para exportar a los Estados Unidos y Europa 
(Thoumi, 1994). Esta situación trajo consigo inusitadas consecuencias para 
Colombia, un país con un ambiente bastante caldeado Por un lado, los nar-
cotraficantes lograron un lugar privilegiado en el contexto de la sociedad 
debido a su exagerada riqueza e influencia violenta, con las cuales corrom-
pieron varios niveles de la estructura política, desde el nivel municipal hasta 
el nacional. Por otro lado, la masiva producción de sustancias ilícitas hizo 
que poco a poco las guerrillas de izquierda, principalmente las FARC, lle-
garan a ser protectores de los cultivos ilícitos, en una tensa relación con los 
narcotraficantes, quienes pagaban una especie de impuesto conocido como 
“gramaje”, por sus servicios armados. En años noventa, la estructura estatal 
experimentó un progresivo deterioro y los líderes políticos y gobernantes 
entraron en una sin salida, debido a la agresividad de los narcotraficantes, 
particularmente Pablo Escobar, líder natural del Cartel de Medellín, quien 
inició una serie de ataques contra el Estado y la sociedad para presionar la 
cancelación de la extradición a los Estados Unidos. Para lograr esta meta, 
Escobar patrocinó el asesinato de varios políticos, incluyendo el candida-
to presidencial Luis Carlos Galán (1990), y las bombas contra el edificio 
del DAS y el avión de Avianca, ambas en 1989. Probablemente, este fue 
el periodo más terrorífico en la historia reciente de Colombia y, de cierto 
modo, un solo hombre fue capaz de presionar a las instituciones locales, 
incluso más que las guerrillas mismas a través de los años. Estados Unidos 
y Colombia, en medio del contexto de la guerra contra las drogas, unieron 
fuerzas para capturar a este criminal, quien fue finalmente dado de baja en 
1993 en una operación realizada por la Policía de Colombia (Castro, 2012).

“Los noventa” fue un periodo de distensión en el contexto mundial y el 
comienzo de una nueva era después del colapso de la Unión Soviética y el 
bloque socialista. América Latina no fue ajena a estos hechos, pues varios 
conflictos armados internos que se habían intensificado a lo largo de los 
años llegaron a su fin. Esto debido a la falta de un patrocinador y promotor 
externo, los conflictos finalizaron en El Salvador, Guatemala, Honduras y 
Nicaragua y, al mismo tiempo, varios países de la región experimentaron 
un periodo de transición a la democracia después de fuertes dictaduras 
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militares, entre estos Chile, Brasil, Argentina y Uruguay (Garreton, 1997). 
No obstante, en este mismo periodo, Colombia de nuevo mostró su sin-
gularidad si se le compara con los países vecinos, por lo menos por tres 
razones: primero, algunos grupos guerrilleros depusieron sus armas como 
el M-19, el “Quintín Lame”, el EPL y el PRT; sin embargo, los más agre-
sivos militarmente hablando se mantuvieron activos: las FARC y el ELN. 
Segundo, el tráfico de drogas le dio un nuevo ímpetu al conflicto armado 
interno, porque los grupos armados ilegales tuvieron un nuevo y amplio 
recurso disponible para financiar su accionar armado. Tercero, en 1991, 
fue adoptada una nueva Constitución Política que permitió a las minorías 
y sectores excluidos de la sociedad participar de una manera más directa 
en la democracia; sin embargo, debido a la intensificación del conflicto ar-
mado interno fue difícil y peligroso ejercer los derechos ciudadanos en las 
periferias y zonas más alejadas de los centros urbanos debido al progresivo 
accionar criminal de varios grupos.

Mientras que en otros países de América Latina, la esperanza fue uno 
de los rasgos definitorios en los años noventa, Colombia, por su parte, ex-
perimentó un periodo de caos y violencia, donde el tráfico de drogas y las 
acciones de los grupos armados ilegales contra el estado se incrementaron 
notablemente y los problemas económicos fueron una constante para la 
mayoría de los colombianos; sobre todo, la crisis económica de 1997-1998, 
que quebró a varias familias y empresas nacionales (Rodríguez, 2006). Por 
otro lado, entre 1996 y 1999, las FARC actuaron con total agresividad con-
tra el Estado y la sociedad, y llevaron a cabo ataques masivos contra unida-
des de las Fuerzas Armadas de Colombia, particularmente en la región sur 
del país, tratando de presionar al gobierno colombiano para que cediera a 
sus iniciativas. Entre los más significativos ataques militares se encuentran 
el ataque a la Base Militar de las Delicias, la Base de Comunicaciones de 
Patascoy, igualmente, la destrucción de una unidad de élite del Ejército 
en el municipio de El Billar en Caquetá, y la captura por algunos días de 
la ciudad de Mitú (Torres, 2008). En este momento particular de la his-
toria, la sociedad colombiana estaba inmersa en un escenario de ansiedad 
e incertidumbre, lo cual causó que algunos académicos y funcionarios del 
Departamento de Estado de Estados Unidos señalaran que Colombia era 
un “estado fallido” (Rodríguez, 2006).
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Primero, en este contexto, el presidente Andrés Pastrana inició un pro-
ceso de paz con las FARC, llevado a cabo en lo que se denominó como la 
“Zona de distensión”, tratando de finalizar el conflicto armado con este 
grupo armado ilegal. Segundo, Pastrana inició un proceso de reestructura-
ción militar para mejorar la capacidad de combate de las Fuerzas Armadas 
de Colombia, previendo un posible fracaso en las negociaciones, la cual 
consistió en incrementar el número de soldados voluntarios-profesionales, 
la compra de equipo aéreo (aviones y helicópteros), y el reentrenamiento de 
tropas de élite como brigadas móviles, batallones de contraguerrilla y ba-
tallones de selva con una directriz estadounidense (Rodríguez, 2008). Ter-
cero, y muy relacionado con el anterior punto, Estados Unidos patrocinó 
a Colombia con un plan de ayuda económica y militar denominado “Plan 
Colombia”, el cual pretendía apoyar las instituciones civiles y militares para 
contribuir a la reconstrucción del Estado, particularmente en aquellas re-
giones donde las FARC se resguardaban y estaban a cargo de la producción 
de drogas ilegales al servicio de sus intereses políticos y militares (Mon-
roy y Sánchez, 2017). En este turbado ambiente emergió, se consolidó un 
actor no esperado, los denominados grupos “paramilitares”, los cuales eran 
organizaciones armadas patrocinados por narcotraficantes y algunos terra-
tenientes, quienes, por medio de la intimidación, desplazamiento forzado y 
asesinatos sistemáticos, presionaban a comunidades y pueblos enteros con-
siderados auxiliadores de las guerrillas (Leal, 2006, pp. 181-227).

Las negociaciones con las FARC abruptamente finalizaron a comien-
zos de 2002 y, de a poco, la desesperanza volvió a tomarse a la sociedad, 
lo cual progresivamente hizo aparecer lo que se he denominado la “euforia 
por la guerra”, en un contexto de progresiva militarización proveniente de 
los escenarios de la sociedad civil y ciertos círculos políticos. En este con-
texto, Álvaro Uribe apareció como un candidato presidencial que reunió en 
su persona todos los sentimientos de la sociedad respecto a la necesidad de 
confrontar a la guerrilla contundentemente. Elegido presidente de Colom-
bia en 2002, Uribe atacó de manera frontal y sin cuartel a las FARC. Su 
programa de gobierno, conocido como la “Seguridad democrática”, era una 
serie de lineamientos con un fuerte carácter de militarización, que tenía 
entre sus principales propósitos: el uso de las fuerzas armadas masivamen-
te para combatir a las guerrillas y reestablecer el control del Estado en 
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el territorio, proteger a la población civil, llevar el sistema de justicia, de 
salud y educación a aquellas zonas donde no estaban presentes, y destruir 
la producción de drogas ilegales por medio de las fuerzas armadas. Este 
programa comenzó a mostrar sus resultados en 2003, gracias al despliegue 
de las Fuerzas Armadas de Colombia en aquellas regiones que se consi-
deraban bastiones de las FARC, particularmente en el sur y oriente del 
país, con la eficientemente cooperación estadounidense. En este ambiente, 
la reelección presidencial de Uribe se caracterizó por dos elementos: pri-
mero, lo que he denominado como la “civilinización” en la conducción del 
conflicto armado contra las FARC, por parte del presidente Uribe, en la 
que la Fuerza Pública colombiana obedecía las órdenes del mando civil sin 
ninguna oposición. Segundo, este presidente llevó a cabo un controver-
sial proceso de desmovilización de las “Autodefensas Unidas de Colombia” 
(Torres, 2008), con varios sobresaltos como se verá más adelante.

Durante este periodo, la tasa de mortalidad relativa al conflicto armado 
interno se incrementó más que nunca antes (CINEP, 2010) Las FARC 
se convirtieron casi que exclusivamente en el único enemigo interno de la 
institucionalidad colombiana y, en este sentido, toda la retórica y esfuerzos 
del Estado fueron dirigidos a destruirlas. Esta situación, a pesar de que 
otros grupos armados ilegales de diferentes corrientes seguían actuando a 
lo largo y ancho del país, incluso con más violencia como los remanentes 
de los grupos paramilitares (Torres, 2008). Dentro de esta lógica de la 
guerra y el conflicto, fueron denunciados frente a las autoridades judiciales, 
los denominados “falsos positivos”, los cuales eran una serie de asesinatos 
extrajudiciales de civiles, quienes eran presentados como miembros de las 
guerrillas muertos en combate. Este escándalo fue rápidamente acallado 
gracias a las acciones y prestigio de Uribe en el escenario local e internacio-
nal, el cual quedó como un rastro oscuro de este periodo para las Fuerzas 
Armadas de Colombia (Rodríguez, 2012b).

Entre 2002 y 2008, la ofensiva de la Fuerza Pública sobre las FARC fue 
radical y sistemática, especialmente en la región sur de Colombia por todos 
los medios posibles, incluido el soporte de la Fuerza Aérea a las tropas de 
superficie y el trabajo de inteligencia humana de la Policía de Colombia.2 

2 Entrevistas con miembros de la Fuerza Pública colombiana, efectuadas entre 2014-
2015.
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No obstante, la superioridad de las fuerzas estatales fue progresivamente 
repelida por las fuerzas guerrilleras, por medio de armas no convencionales 
como tatucos y minas antipersonales hechizas, y el uso recurrente de fran-
cotiradores. En este aspecto, la Fuerza Aérea Colombiana (FAC) llegó a 
ser decisiva para cambiar en el mediano plazo la correlación de fuerzas a 
favor del Estado, por medio de ataques aéreos a objetivos de alto valor para 
las FARC, entre estos, tal vez el más significativo fue contra Raúl Reyes, 
ideólogo de este grupo en 2008, quien delinquía en Ecuador. 

En 2010, Juan Manuel Santos, fue elegido Presidente de Colombia, 
como abanderado y sucesor de la Política de Seguridad Democrática.  
Durante los primeros años en la presidencia, se caracterizó por llevar a cabo 
dos perspectivas respecto a la paz y la guerra. Por un lado, el comando las 
iniciativas militares más importantes contra las FARC usando la capacidad 
aérea de la FAC para dar de baja a dos importantes líderes de este grupo 
armado ilegal: el “Mono Jojoy” (2010) y Alfonso Cano (2011), el primero 
el representante del ala militar de este grupo, y el segundo, el representante 
del ala política y comandante de las FARC. Por otro lado, y gracias a estas 
sorprendentes acciones militares, fue posible iniciar un proceso de diálogos 
de paz con este grupo que tuvieron lugar entre 2012 y 2016.

En este último corte cronológico las acciones militares entre las FARC 
y las Fuerzas Armadas de Colombia decrecieron sustancialmente. Esto es 
evidente en las estadísticas oficiales del Ministerio de Defensa de Colom-
bia: en 2012 fueron reportadas 167 acciones armadas en el país por parte 
de diferentes grupos armados ilegales mientras que en el año 2016 solo 44 
(Ministerio de Defensa de Colombia, MDC, 2016). De acuerdo con el 
CERAC, un think tank especializado, después del acuerdo entre las dos 
partes para reducir el conflicto se pasó de 4 acciones ofensivas llevadas a 
cabo por las FARC en 2015 a cero acciones en el año 2016, y el reporte de 
menos de 10 muertos asociados al conflicto armado interno en este mismo 
año (CERAC, 2016), una cifra muy alentadora teniendo en cuenta el regis-
tro histórico asociado al conflicto.

En este sentido, de una fuerte ofensiva contra las FARC a comienzos 
del siglo XXI para reducir su capacidad de combate se pasó a un dialogo de 
paz con este grupo, lo cual permitió la progresiva pacificación de amplias 
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regiones del país, particularmente aquellas que habían sufrido con mayor 
contundencia las consecuencias del conflicto, entre estas el Cauca, Meta, 
Antioquia, Chocó (Dávila, Salazar y González, 2016).

Un largo camino llego de espinas: Iniciativas de búsqueda de la paz
A pesar de que el largo conflicto armado interno ha sido muy difícil 

de solucionar, a lo largo de la historia reciente del país ha habido varias 
iniciativas para buscar la paz por medio de la vía negociada. En este apar-
tado se discutirán algunos de los principales intentos, sus características, 
logros, errores y enseñanzas hasta lograr el proceso que se llevó a cabo con 
las FARC.

Tal vez la primera iniciativa de negociar un acuerdo de paz en Co-
lombia fue llevada a cabo bajo la presidencia de facto del general Gustavo 
Rojas Pinilla, un oficial activo de las Fuerzas Armadas de Colombia que 
llegó al poder gracias al soporte de los partidos políticos tradicionales, con 
el objetivo de reducir la violencia partidista a lo largo y ancho del país en 
los años cincuenta. Una de las acciones más relevantes de Rojas fue otor-
garle estatus político a las guerrillas liberales, quitándoles la etiqueta de 
“bandoleros”,3 para luego negociar con ellos. En el año 1953, por medio de 
una serie de leyes se incentivó a los líderes de las guerrillas liberales para 
que aceptaran un acuerdo de paz con el gobierno e iniciaran un proceso de 
desmovilización y entrega de armas. Los principales líderes guerrilleros 
del Tolima, Santander, Antioquia y los Llanos orientales, entre estos Gua-
dalupe Salcedo, Dumar Aljure y Eduardo Fonseca aceptaron la propuesta 
gubernamental, y decidieron deponer sus armas contra el Estado, debido a 
su incapacidad de seguir luchando. Se estima que cerca de 20.000 comba-
tientes de estas guerrillas se desmovilizaron (Gómez, 2006). Sin embargo, 
este pacto entre el gobierno y las guerrillas liberales, no implicó ninguna 
reforma sustancial que patrocinara la ampliación de la participación polí-
tica, cambios socioeconómicos o la entrega de las propiedades que habían 
sido usurpadas durante este violento periodo. De igual modo, la seguridad 
de los desmovilizados no fue garantizada y decenas de ellos fueron asesina-
dos en hechos misteriosos en el periodo posterior, incluido el famoso líder 

3 Esta denominación era de uso extendido en aquel periodo por parte de las instituciones 
gubernamentales (Nota del autor).
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Guadalupe Salcedo, quien fue muerto en 1957, lo cual desmotivó a varias 
disidencias de las guerrillas liberales a entregar sus armas y dejar de luchar 
contra el Estado, como sucedió con los reductos que quedaron activos en 
la región del Tolima y el Huila que más tarde darían origen a las FARC 
como ya se mencionó.

La primera vez que un presidente de Colombia reconoció que las causas 
del conflicto armado interno en Colombia eran de tipo local y con hon-
das raíces en el pasado, aparte de las teorías conspirativas que asociaban el 
conflicto local con el espectro del comunismo internacional en el país, fue 
Belisario Betancurt (1982-1986). Él llevó a cabo un proceso de paz formal 
con los principales grupos guerrilleros del país, entre estos las FARC, el 
ELN y el M-19, entre otros. Para esta labor creó una Comisión de Paz en 
1984, la cual estaba compuesta por importantes líderes políticos y civiles, 
con lo cual se pretendía llegar a un gran acuerdo nacional por la paz. Sin 
embargo, los militares colombianos estuvieron excluidos de este proceso, 
en parte por una perspectiva institucional que señalaba que no se podía 
negociar con ningún grupo guerrillero (Torres, 2015, pp. 274-277).

Entre las principales actividades que se llevaron a cabo en este proce-
so estuvieron la promulgación de varias leyes que permitían la amnistía y 
el perdón para crímenes de tipo político, incluida la liberación de varios 
miembros de la guerrilla que se encontraban en la cárcel, la negociación 
con cada uno de los grupos guerrilleros para que dejaran la lucha armada, 
la posibilidad de que se discutieran algunos asuntos relativos a la apertu-
ra democrática, derechos humanos, movimientos sociales y reforma agra-
ria. El idealismo del gobierno y la buena voluntad, chocaron con la férrea 
oposición de varios sectores políticos y militares, pero particularmente la 
manifestada por las propias guerrillas con las que se estaba negociando, 
particularmente del M-19, FARC y ELN. Estas mantuvieron su actividad 
militar e incluso la incrementaron con mayor agresividad contra el Estado 
y varios objetivos de tipo político (Bejarano, 1990). Esto significó un des-
crédito para los diálogos tanto en el contexto nacional como internacional

En este contexto de negociación ningún grupo guerrillero aceptó depo-
ner las armas, y algunos de ellos lanzaron acciones armadas de alta enver-
gadura, tal vez la más tristemente célebre, fue el ataque al palacio de Justicia 
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por parte del M-19 en 1985, por medio del cual pretendían presionar al 
gobierno colombiano para que les otorgara mayores concesiones de tipo po-
lítico. Sin embargo, los resultados fueron fatales como ya se mencionó. Por 
su parte, las FARC firmaron un acuerdo con el gobierno de Betancur, co-
nocido como el “Pacto de la Uribe” en 1984, con lo cual se buscaba un cese 
bilateral del fuego. Infortunadamente este no duró mucho tiempo. Pero en 
este contexto fue creado el brazo político de la FARC, partido conocido 
como Unión Patriótica, con el fin de ir ganando terreno en el espacio po-
lítico y democrático. No obstante, desde su creación los miembros de este 
partido fueron sistemáticamente asesinados por paramilitares y narcotrafi-
cantes, lo cual dejó el sentimiento de que la desmovilización de las FARC 
era imposible, debido a los peligros que estas corrían en caso de deponer las 
armas. En un contexto de mutua desconfianza, las negociaciones entre las 
partes finalizaron fatídicamente en 1986 sin ningún resultado, debido a dos 
factores: primero, las guerrillas siempre mantuvieron una arrogancia y te-
meridad sin límites y su verdadero propósito no era firmar ningún acuerdo 
de paz; segundo, el gobierno fue bastante débil para presionar estos grupos 
militarmente, lo que impidió que estos cedieran. De acuerdo con el experto 
Marc Chernick, este proceso de paz no tuvo una agenda clara, varios temas 
fueron discutidos sin metas específicas hacia donde se pretendía ir y llegar, 
no hubo un cronograma acordado entre las partes, y varias personas estu-
vieron facultadas para tomar decisiones en temas muy particulares sin una 
coordinación general (Chernick, 1996).

Después de este desalentador escenario, y a pesar de ellos varios grupos 
guerrilleros decidieron entregar sus armas y cesar en la lucha por la vía de 
estas y entrar al jugo político y democrático entre el fin de los años ochenta 
y comienzo de los noventa, este proceso de paz que se caracterizó por la 
presión militar por parte del Estado con la puerta abierta para la negocia-
ción. Esto sucedió en este momento particular debido a cuatro razones: 
primera, tras las fallidas negociaciones, los siguientes gobiernos, en este 
caso Virgilio Barco y César Gaviria, se encargaron de deslegitimar los ob-
jetivos políticos de las guerrillas e hicieron una serie de acciones institucio-
nales para expandir los servicios de salud, educación, justicia y seguridad, 
especialmente en las regiones más golpeadas por los grupos armados ilega-
les. Esto no siempre tuvo los mejores resultados, pero de cierto modo sirvió 
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para neutralizar el discurso reivindicativo de las guerrillas. Segunda, estos 
gobiernos decidieron atacar militarmente a las guerrillas como criminales 
comunes, de este modo limitaron su estatus político, y condicionaron su 
participación en política a la entrega incondicional de las armas al estado 
(Nasi, 2007, pp. 323-325). En este sentido, el presidente Gaviria ordenó en 
1990 atacar, con todo el aparato militar estatal, el bastión más importante 
de las FARC, conocido como “Casa Verde”; sin embargo los resultados 
no fueron los esperados. Tercera, en la misma línea, a finales de los años 
ochenta varios grupos guerrilleros incluyendo el M-19, el Quintín Lame 
y el EPL, progresivamente perdieron su poder armado debido a la acción 
militar del Estado, y en el caso del M-19 particularmente la perdida de 
prestigio frente a la sociedad debido a los hechos del palacio de justicia. 
Cuarta, un proceso para la promulgación de una nueva constitución po-
lítica, conocido como la Asamblea Nacional Constituyente, fue puesto en 
marcha en el cambio de década, lo cual fue atractivo para varios grupos 
guerrilleros que entre sus reivindicaciones se encontraba esta iniciativa. En 
este contexto, el presidente Barco logró firmar un acuerdo con el M-19 a 
comienzos de 1990. De este modo, 800 miembros de este grupo guerrillero 
depusieron las armas. Igualmente, en los primeros meses de la presidencia 
del presidente Gaviria los grupos guerrilleros Quintín Lame, Corriente de 
Renovación Socialista, PRT y EPL depusieron las armas y entraron a la 
vida civil en un proceso de reinserción a la sociedad.

No obstante, en el cambio de década, varios eventos alteraron el espe-
ranzador escenario que se estaba viviendo respecto a la desmovilización de 
varios de estos grupos guerrilleros y una nueva oportunidad para la paz y 
la democracia en Colombia. Por un lado, varios miembros del reciente des-
movilizado M-19, fueron asesinados, incluido su carismático líder Carlos 
Pizarro en 1990 por una asociación de fuerzas paramilitares y narcotrafi-
cantes, lo cual dejo un sinsabor en la sociedad. Por otro lado, la violencia 
del narcotraficante Pablo Escobar contra el Estado alcanzó un nivel inusi-
tado por medio de atentados terroristas, sicariato y asesinatos masivos. Sin 
embargo, el presidente Gaviria negoció con este criminal común y le dio 
importantes concesiones, incluso superiores a aquellas otorgadas a los gru-
pos guerrilleros. Por ejemplo, una cárcel otorgada a Escobar para que fuera 
manejada por él mismo, preservación de parte de sus bienes y una reducción 
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de sus penas. Por el contrario, las negociaciones entre el presidente Gaviria 
y las FARC y el ELN estuvieron llenas de tropiezos y no fueron concluidas 
satisfactoriamente. De este modo, Escobar, que era un criminal sin ningún 
tipo de causa política, recibió una especie de tratamiento especial por parte 
de las autoridades mientras que los grupos guerrilleros con los que se in-
tentó negociar eran considerados de segundo nivel, e incluso, que podían 
ser sometidos por la vía militar. En dos oportunidades, Caracas y Tlaxcala, 
los grupos guerrilleros más importantes FARC y ELN negociaron con el 
gobierno de Gaviria, sin embargo, no hubo ningún resultado, sobre todo 
porque ninguna de las dos partes estaba interesada en el desescalamiento 
de las operaciones armadas. Además, Gaviria, no estuvo dispuesto a discu-
tir con las guerrillas ningún tema transcendental para el país como lo po-
lítico, económico o social, pues no consideraba a estos grupos guerrilleros 
un actor legítimo de la sociedad, sino simples actores ilegales (Rojas, 1996).

La primera perspectiva, considerando el anterior planteamiento, es que 
las guerrillas de las FARC y el ELN podían ser derrotadas militarmente. 
Por esta razón cualquier concesión entregadas a estas era un error garrafal. 
Sin embargo, esta aproximación estaba lejos de ser verdadera completa-
mente. En los años noventa, las FARC alcanzaron su mayor capacidad 
de combate y fueron capaces de golpear unidades militares del gobierno 
sistemáticamente con resultados a su favor, incluso capturando importan-
tes grupos de militares y policías colombianos. Este fue el preámbulo para 
hacer realidad un nuevo proceso de paz entre el presidente Andrés Pastrana 
y las FARC. Pastrana llegó al poder en 1998 prometiendo a la sociedad 
colombiana una negociación de alto nivel y total con las FARC para acabar 
con el miedo y la zozobra que vivía el país. Una de las primeras acciones 
de este gobierno fue reconocer el estatus político y militar de esta guerrilla 
por medio de varias leyes y acciones políticas. Quizás, la más controversial 
de estas, fue otorgar a las FARC un territorio de 42.000 metros cuadra-
dos, conocido como la Zona de Distensión, en la parte sur de Colombia  
(Rodríguez, 2006).

Esta zona estaba fuera del alcance estatal, y estuvo bajo el control total 
de las FARC. Allí tuvieron lugar las negociaciones de paz con el gobier-
no, donde varias personalidades del escenario local e internacional como  
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políticos, victimas, congresistas estadounidenses, activistas de la socie-
dad civil, empresarios, artistas, entre otros, atendieron encuentros con las 
FARC para discutir temas que se consideraban trascendentales, y tratar 
de encontrar soluciones. No obstante, un verdadero progreso jamás se dio. 
Debido a que los diálogos de paz se llevaron a cabo en medio del con-
flicto entre las dos partes, las FARC usaron este territorio para fortalecer 
su capacidad militar, para resguardarse de la acción gubernamental tras 
haber realizado crímenes en otras regiones y para coordinar otras activi-
dades criminales como tráfico de drogas, secuestros. Estas circunstancias, 
más la poca voluntad real de la guerrilla para llegar a algún punto benéfico 
para la sociedad en su conjunto, fue quitándole progresivamente el apoyo 
a este proceso de paz, por parte de la mayoría de colombianos. Como una 
forma de revivir la esperanza en el proceso, a mediados del año 2001, las 
FARC liberaron algunos militares que tenían en su poder, en una especie 
de campos de concentración. A pesar de esto, la situación no mejoró, sino 
que tendió a empeorar; finalmente los diálogos de paz terminaron abrup-
tamente a comienzos de 2002, cuando el presidente Pastrana ordenó la 
retoma militar de la Zona de Distensión, debido al secuestro que realizaron 
las FARC de un avión civil (Torres, 2015, p. 337).

Las negociaciones fallaron porque ni el gobierno ni las FARC estaban 
realmente interesados en abandonar sus propias posiciones para resolver 
el conflicto armado interno en Colombia. Por el contrario, mantuvieron 
sus perspectivas y trataron de hacer todo lo posible por imponerlas a su 
contendor, particularmente la guerrilla. En esta línea, varias enseñanzas 
se pueden extraer de estas fallidas negociaciones de paz. Primero, no hubo 
un mecanismo de monitoreo de parte de la sociedad civil para seguir las 
negociaciones y llevarlas a un buen término, debido en parte a que muchas 
organizaciones de la sociedad fueron atacadas sistemáticamente por para-
militares a través de una campaña de terror. Segundo, la comunidad inter-
nacional participó marginalmente en las negociaciones como observadores. 
En este contexto, ninguna de las partes involucradas estuvo comprometida 
a cumplir unas negociaciones o acuerdos siguiendo los estándares interna-
cionales. Tercero, la agenda de negociación fue dispersa y fragmentada, y 
demasiadas personas participaron sin una real capacidad de decisión, solo 
una persona, denominada “Alto comisionado para la paz”, tuvo la jerarquía 
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gubernamental de organizar los principales puntos a discutir y los avances. 
De este modo, la falta de una verdadera comisión de personalidades que 
estuvieran a cargo del proceso hizo que no prosperara. Cuarto, no hubo 
ninguna condición sobre las FARC respecto a su capacidad y accionar mi-
litar, ni tiempos impuestos para cumplir la negociación. En consecuencia, 
los tiempos lentos de la perspectiva de la guerrilla primaron sobre el tiempo 
electoral del gobierno con unas consecuencias fatales para el país.

Poco tiempo después, un nuevo proceso de paz tuvo lugar en Colombia, 
pero esta vez, con un carácter bastante controversial debido al tipo de 
actor armado con el que se negoció. Entre 2002 y 2005, el gobierno de 
Colombia, bajo la presidencia de Álvaro Uribe, negoció con los grupos 
paramilitares aglutinados bajo las denominadas “Autodefensas Unidas 
de Colombia” (AUC). Este grupo armado ilegal era un conjunto de 
paramilitares confederados que actuaban en diferentes regiones del país, 
los cuales, según el Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), 
fueron responsables de más del 80 por ciento de los crímenes cometidos 
durante el conflicto armado interno. La mayoría de ellos cometidos contra 
la población civil no combatiente, incluidos crímenes de la humanidad.  
Las AUC estuvieron dispuestas a negociar con el presidente Uribe, debido a 
que varios líderes de esta organización ilegal consideraban que Uribe podía 
garantizar la seguridad a lo largo del país, sobre todo en la lucha contra 
las guerrillas de izquierda. A pesar de esto, las AUC jamás recibieron 
algún tipo de estatus político, teniendo en cuenta que congeniaban con los 
principios contrainsurgentes.

A mediados del año 2003, en el municipio de Santa Fe de Ralito fue 
firmado un acuerdo entre el gobierno y las AUC, para llevar una cabo una 
progresiva desmovilización de los combatientes de este grupo y el desman-
telamiento de su aparto militar. En este interregno, y de acuerdo a informa-
ción oficial, 31.671 combatientes de este grupo ilegal depusieron las armas 
y retornaron a la vida civil. Esta cifra parece haber sido sobredimensionada, 
sin embargo, esta misma muestra cómo el fenómeno del paramilitarismo 
estaba extendido en todo el país y cómo varios narcotraficantes se hicieron 
pasar por paramilitares para reducir sus penas y evitar ser extraditados a los 
Estados Unidos (López, 2006, pp. 435-436). En este proceso, el Congreso 
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de Colombia apoyó la controversial “Ley de Justicia y Paz”, la cual preten-
día que los máximos líderes y miembros de esta organización criminal a 
cambio de una reducción de penas confesaran todos sus crímenes y garan-
tizaran la verdad y reparación para las víctimas. No obstante, esto nunca 
ocurrió satisfactoriamente.

La negociación con las AUC fue más un proceso de entrega de armas 
y la eliminación del nombre de este grupo armado del escenario local que 
una realidad para el futuro cercano. Por muchas razones: en primer lugar, 
a pesar de las cifras oficiales, muchas unidades de las AUC mantuvieron 
su poder militar y capacidad de influencia mediante la violencia y la inti-
midación en varias regiones del país, incluso hasta nuestros días. En se-
gundo lugar, el derecho de las víctimas a la verdad nunca fue cumplido 
satisfactoriamente después de muchos años. Para el 2012 solo 3 líderes y 
2000 miembros de este grupo armado ilegal habían confesado algún tipo 
de crimen. Esta situación muestra la debilidad de “Ley de Justicia y Paz” 
(ICTJ, 2012). De acuerdo con CNMH, el proceso de paz llevado a cabo 
con las AUC estuvo lleno de irregularidades, pero dio incluso enseñanzas 
para los procesos venideros. Entre otros, el proceso como tal fue una “caja 
negra”, nadie sabía a ciencia cierta qué era lo que se estaba discutiendo y 
decidiendo, cuantos combatientes eran realmente y asuntos concernientes 
al compromiso de verdad para las víctimas. Es así como ni la sociedad 
civil ni la comunidad internacional, con excepción de la Organización de 
los Estados Americanos, estuvo al tanto de los acuerdos. Además, de una 
manera bastante chocante, los victimarios recibieron más beneficios que las 
propias victimas lo que dejo un contundente sinsabor en el escenario local. 
Finalmente, varios miembros de las AUC que se desmovilizaron volvieron 
a reincidir en actividades ilegales, alcanzando una cifra cercana del 30% 
(Villaraga, 2015).

El acuerdo de paz entre el gobierno de Santos y las FARC,  
¿el comienzo del fin?

A pesar de la intensa campaña militar contra las FARC liderada por 
Juan Manuel Santos, tanto como Ministro de Defensa como Presidente de 
la República, anunció el 4 de septiembre de 2012 el comienzo de una ne-
gociación de paz con este grupo armado ilegal. Para muchas personas esta 
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fue una declaración sorpresiva, pues Santos representaba la continuación 
de la Seguridad Democrática del expresidente Uribe y en esta medida un 
trato contundente hacia este grupo guerrillero. Este pronunciamiento fue 
el resultado de un proceso de aproximación entre el gobierno y la guerri-
lla, que, de cierta manera, comenzó cuando el presidente Santos reconoció 
a comienzo del 2011 que Colombia experimentaba un conflicto armado 
interno. Algo que iba en contra de la perspectiva de varios mandatarios 
anteriores, incluido Uribe, quien consideraba que la guerrilla era un simple 
“amenaza terrorista” sin ninguna motivación de tipo político (Rojas, 2006, 
pp. 88-91). Las dos partes tuvieron la voluntad política, -no sin incon-
gruencias de parte y parte- para discutir el fin del conflicto armado en Co-
lombia. De acuerdo con el Centro Nacional de Consultoría para finales del 
año 2012, el 82 por ciento de la población colombiana estaba de acuerdo 
con los diálogos (Centro Nacional de Consultoría, 2012). Realmente esta 
negociación fue y es trascendental para Colombia por al menos dos aspec-
tos: primero, las FARC eran la más peligrosa guerrilla para la estructura 
estatal; y segundo, las dos partes trataron de evitar los errores experimen-
tados en los procesos de paz anteriores.

Las primeras aproximaciones entre el gobierno de Santos y la guerrilla 
se dieron secretamente en Cuba y Noruega a comienzos del año 2012 
gracias al apoyo diplomático de estos países, con el fin de evitar presiones 
de saboteadores locales a la paz y la influencia que podían tener los hechos 
locales en las conversaciones previas. En esta operación tan sensible, las 
partes llegaron a un acuerdo para discutir seis puntos que se consideraban 
cruciales para terminar el conflicto con las FARC eran estos: 1. Reforma 
rural integral, 2. Participación política, 3. Fin del conflicto, 4. Problema 
de las drogas ilícitas, 5. Derechos de las víctimas, 6. Implementación, 
verificación y ratificación. Los diálogos de paz iniciaron oficialmente en  
La Habana el 19 de septiembre de 2012. La principal meta era discutir los 
puntos señalados para resolver las causas del conflicto y por medio de su 
implementación tratar de evitar la recurrencia del conflicto en un futuro. 
La delegación de gobierno de Colombia estuvo liderada por Humberto 
de la Calle, mientras que, en representación de las FARC, estaba Iván  
Márquez. Igualmente estuvieron involucradas otras figuras representativas 
de cada una de las partes. Quizás, una de las novedades de este proceso de 
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paz fue el involucramiento por primera vez en la historia de los procesos 
de paz en Colombia de miembros de las Fuerzas Armadas en estas 
conversaciones. Estos fueron los generales retirados Jorge Enrique Mora, 
por parte del Ejército, y Óscar Naranjo, por parte de la Policía, quienes 
estuvieron a cargo de discutir temas sensibles respecto a la desmovilización 
y entrega de las armas por parte de las FARC y al rol que jugarían las 
Fuerzas Armadas de Colombia en el postconflicto.

Entre 2012 y 2016, el proceso avanzó entre altos y bajos. El secreta-
riado de las FARC decidió mantener un cese unilateral del fuego duran-
te varias oportunidades en este lapso para demostrar su voluntad con los 
diálogos; sin embargo, en varias oportunidades hubo momentos de alta 
tensión debido a enfrentamientos con las Fuerzas Armadas de Colombia. 
Entre los combates y secuestros, tal vez el más digno de mención fue la re-
tención-secuestro del general Darío Alzate a finales de 2014. Sin embargo, 
las dos partes fueron capaces de superar estos altercados y continuar discu-
tiendo los puntos en mención, en parte gracias a la presión internacional y 
a que las discusiones se realizaron de manera privada en La Habana. Esto 
permitió que se continuara sin interrupciones. De este modo entre 2013 
y mediados del 2014, los puntos relativos a los problemas rurales, partici-
pación política y control de las drogas ilícitas fueron negociados y finali-
zados. Sin embargo, los temas relativos a las víctimas, fin del conflicto y 
ratificación del acuerdo fueron mucho más sentibles de discutir, debido a la 
presión local que surgió sistemáticamente del expresidente Uribe y el Cen-
tro Democrático. Para tratar de superar esta situación las víctimas fueron 
invitadas a participar en los diálogos, con el fin de que expresaran su punto 
de vista acerca de la verdad y la reconciliación. Como consecuencia, el go-
bierno y las FARC decidieron crear una comisión histórica para rastrear las 
causas del conflicto armado interno en agosto de 2014. La aproximación a 
las victimas permitió revitalizar las negociaciones.

El final de 2014 marcó un punto de no retorno en la negociación de 
paz: las FARC declararon un cese al fuego definitivo y para comienzo de 
2015 el gobierno de los Estados Unidos nombró a Bernard Aronson como 
enviado especial para el proceso de paz. Sin lugar a dudas, este fue el mayor 
apoyo diplomático al proceso de negociación, debido al papel determinante 



99

Colombia entre los altibajos del conflicto y la paz:  
una mirada histórica

que jugó este país en la última parte del conflicto armado interno, y era una 
muestra de apoyo a la construcción de la paz venidera. Igualmente, Santos 
anunció públicamente a mediados de 2015 el fin definitivo de los ataques 
aéreos sobre las FARC. Además, el general Alberto Mejía, comandante del 
Ejército de Colombia, señaló que los militares comenzarían una reestruc-
turación a su doctrina para confrontar los nuevos retos en un escenario de 
postconflicto. En este ambiente prometedor, nunca antes visto en la histo-
ria reciente de Colombia, se discutieron los temas restantes de la agenda 
de negociación. Sin embargo, la oposición interna a los diálogos en Cuba 
alcanzó un nivel álgido, debido a que Uribe, Alejandro Ordoñez, Procura-
dor General de la Nación en ejercicio, y el Centro Democrático siguieron 
esgrimiendo, con renovada vehemencia, el argumento relacionado con el 
hecho que el presidente Santos y el equipo negociador estaban entregando 
el país a las FARC.

A pesar de esto, entre el final de 2005 y mediados del año 2016, los 
temas relativos al fin del conflicto, sobre las víctimas, la verdad y la ratifi-
cación del acuerdo fueron finalmente aprobados por ambas partes. El Con-
sejo de Seguridad de las Nacionales Unidas aprobó una misión políticas 
para Colombia con el fin de apoyar un escenario de postconflicto en enero 
de 2016, y un mes más tarde el Presidente de los Estados Unidos, Barack 
Obama, en la ceremonia de conmemoración de los 15 años del “Plan Co-
lombia”, anunció su apoyo total al proceso de paz en Colombia y el proceso 
de postconflicto con 450 millones de dólares anuales. Este programa de 
cooperación fue denominado “Paz Colombia”.

Para contraatacar la oposición local a los diálogos de paz, el presidente 
Santos estableció el denominado “Pacto por la Paz”, en febrero de 2016. 
Esta iniciativa estuvo conformada por amplios sectores políticos y sociales 
interesados en consolidar un acuerdo sostenible. De este modo, el 23 de 
junio de 2016, el presidente Santos y el máximo líder de las FARC, Timo-
león Jiménez, alias “Timochenko”, firmaron un cese bilateral al fuego en 
La Habana en un evento público en el que participaron varias personali-
dades internacionales. Este puede ser considerado el primer hecho tangible 
de paz entre las partes. Siguiendo esta euforia por la paz, el cese al fuego 
comenzó el 29 de agosto de ese año. Finalmente, el 26 de septiembre en 
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Cartagena fue firmado el acuerdo definitivo de paz entre el gobierno de 
Colombia y las FARC. Este incluía los siguientes puntos: 

1. Las FARC se comprometen a entregar todas sus armas y re-
nuncian definitivamente a la búsqueda del poder estatal por 
este medio. 

2. Las FARC aceptan hacer parte de la Jurisdicción Especial por 
la paz para responder por sus crímenes y contribuir en el escla-
recimiento de la verdad para las víctimas. 

3. Se acuerda entre las partes la colaboración para luchar contra el 
narcotráfico, así como proporcionar alternativas a los pequeños 
productos, al igual que las FARC renuncian a esta actividad 
ilegal. 

4. Por medio de un fondo especial se garantiza la entrega de tie-
rras y asistencia técnica a los campesinos desposeídos. 

5. Mejoramiento de las condiciones democráticas para la oposi-
ción.

6. El acuerdo debía ser ratificado por el pueblo con la veeduría de 
la comunidad internacional.

Para muchos observadores ambos eventos fueron apresurados pues no 
habían sido respaldados por el pueblo colombiano mayoritariamente como 
lo había ordenado la Corte Constitucional. Sin embargo, el 2 de octu-
bre de 2016, siguiendo los planteamientos del acuerdo, se llevó a cabo un 
plebiscito que buscaba que los colombianos ratificaran el acuerdo con las 
FARC. Pero los resultados fueron inesperados, pues más de la mitad de 
los electores lo rechazaron. Esto en parte debido a la campaña de desin-
formación que fue planteada por el Centro Democrático contra el acuerdo, 
lo cual generó un vacío legal y una situación peligrosa respecto al conflicto 
y la desmovilización de los combatientes de las FARC. La tristeza y la 
desesperación se tomaron la sociedad colombiana por aquellos días. Sin 
embargo, después de dos meses de mutuas incriminaciones por lo sucedido 
en el plebiscito, la sociedad civil por medio de marchas multitudinarias 
en todo el país y el denominado “Campamento por la Paz” presionaron 
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al gobierno y las FARC para que alcanzaran un nuevo acuerdo, el cual se 
logró con pequeñas modificaciones a comienzos de noviembre de 2016 en 
medio de un bajo perfil mediático. El acuerdo fue finalmente ratificado por 
el congreso colombiano el 30 de ese mes. Se utilizó esta vía legal para evitar 
un nuevo fracaso en las urnas, considerando el hecho de que la paz era un 
supremo bien que debía ser buscado y consolidado. Este parece ser el ver-
dadero comienzo del fin del conflicto armado con las FARC; sin embargo, 
la violencia y los intereses oscuros están todavía presentes en el escenario ya 
que docenas de activistas y campesinos siguen siendo asesinados a pesar de 
la firma y ratificación del acuerdo, lo que parece demostrar que el camino 
para la paz verdadera estará lleno de espinas por otros años más.

Conclusiones
Colombia es un raro caso en el mundo contemporáneo pues, a pesar de 

ser una democracia y una economía relativamente sólidas sin mayores so-
bresaltos, ha sido una sociedad que ha experimentado un recurrente estado 
de violencia y conflicto interno. Este escenario ha sido alterado de vez en 
cuando, gracias a los intentos no siempre exitosos, de lograr construir una 
paz duradera por medio de negociaciones políticas que permitan construir 
una verdadera democracia y una sociedad pacifica para todos sus ciuda-
danos. El conflicto colombiano era el último de su tipo en el hemisferio 
occidental a comienzos del siglo XXI, por la cual varios países, incluidos 
Cuba, Noruega, Venezuela y Chile estuvieron interesados en colaborar en 
su finalización por una vía negociada para evitar la alternativa militar. In-
cluso, a pesar del fallido plebiscito que buscaba que los colombianos apo-
yaran el acuerdo entre el gobierno y las FARC, la comunidad internacional 
reconoció la labor desarrollada durante los últimos años y le fue concedido 
el premio nobel de paz. Al presidente Santos por sus esfuerzos para finali-
zar el viejo conflicto colombiano que dejó tantas víctimas y, además, por el 
interés por sentar las bases para una nueva sociedad. 

Al respecto se puede decir que la paz es más que la firma de un acuerdo. 
En este sentido, Galtung (1967) en un clásico estudio señalaba que el fin 
de las hostilidades solo era una parte de la construcción de la paz. Para que 
esta se diera realmente era necesario eliminar las causas que habían gene-
rado la violencia, y mejorar las condiciones políticas, económicas y sociales 
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para todos los ciudadanos. De este modo se desestimulaba cualquier inten-
to de oponerse a la autoridad constituida por la vía armada. Los recientes 
hechos entorno a la paz en Colombia son solo el comienzo de un largo 
camino, en el que se necesita no solo la voluntad política, sino también la 
participación de toda la sociedad para construir un nuevo pacto social y 
un nuevo sentido de nación del cual carecen la mayoría de colombianos, 
tratando de remover los viejos resentimientos y sumándose ideal proyecto 
de construir otra sociedad sin los errores del pasado. De igual modo, es 
indispensable que el ELN se sume a este proceso de pacificación para que 
sin los retos de algún actor político armado en la búsqueda del poder se 
puedan echar a andar iniciativas institucionales de alto nivel que beneficien 
al conjunto de la sociedad y permitan al país ocupar el lugar que se merece 
en el mundo contemporáneo.
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